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La peculiaridad del _te =uno se encuentra, sin embargo,
en que, como hemos señalado. la demanda de amparo DO consti­
tuye la últilna liIse de un proceso a través del cual se imp_ el
baremo, sino el final de una acción contra un supuesto espOcllico
de aplicación del mismo -la convocatoria del conconcurso. de
traslado y la propuesta de resolución- seguida por la vía de la Ley
6211978... que culminó con la Sentencia de 12 de julio de 1983 de
la Sala lorcera del Tribunal Supremo.

y en este caso la modificación de la pretensión, en vinud de la
cual la impupación indirecla del baremo se conviene en única y
directa, DO se traduce en una p6rdida de legitimación de la
rocurrente para recurrit en amparo. Dicba legitimación deriva, por
una pl!flC, de su participación en el previo proceso contenCIOSO­
administrativo como demandante y, por otra, de su interés legitimo
en la convocatoria y resolución de un concurso en el que ha tomado
parte. sin que sea relevante. a estos efectos, el resultado concreto
del mismo ya que, como dec1ara la Sentencia del Tribunal
Supremo, ello sólo puede valorarse entrando en el fondo de la
cuestión planteada.

3. El análisis de la pretensión de la rocurrente exi¡e, en primer
thmino, la delimitación de su alcance. Y a este respecto es preciso
des1acar que, al solicitar la representación de la recurrente que se
modifique el aoartado V.l del baremo para la adjudicación de
ll1azas de Profesores de EGB en las Escuelas nacionales de
Pamplona, por vulnerar el mismo los arts. 14 Y 23.2 de la
Constitución, lo que esti pretendiendo es una declaración de
nulidad de la mencionada disposición, con independencia de sus
etectos sobre la esfera de intereses de su representada, y que dicha
declaración se ::'cleecte exclusivamente hacia el futuro.

As! se despl'CJ de los thminos del escrito de demanda.. En
etecto, en el hecho 8.· de dicho escrito se afirma que ..... debe
quedar bien claro que mi representada no imp\lllll ante este
Tribunal el resultado del concurso ... sino que su único objeto es
obtener el amparo de este Tribunal declarando que el baremo en el
extremo imP\liDldo no es constitucional y éste es el único objeto
del pleito sometido ante ese excelentísimo Triblllllbo. Y asimismo
en el fundamento juridico 4.· se manifiesta que se «impugna el
mismo autónomamente y con independencia absoluta del resultado
del concurso ... lo que impupa solamente es la a suaA':!t:
inconstituciona1idad del baremo ...». «Esto y sólo esto -se
es 10 que es objeto del recurso de amparo ... dejando a un lado el
resultado del concurso sea cual fuera, ya que lo que interesa a mi
representada es que se borre del baremo una cláusula discriminato­
ria con independencia del resultado y ademú con el ánimo de no
pe¡judicar a nadie y menos aún a una compadera que ha obtenido
está plaza por el solo hecho de tener menos de treinta Y cinco ados
de edad».

4. Esta delimitación MI contf'1tido de la preten&ión lleva
necesariamente a la desestimación del presente recurso de amparo.

Este, de acuerdo con 10 establecido en el art. 41.2 de la wtc,
tiene como objeto la protección de todos los ciudadanos frente a
posibles violac.ones de derechos y libertades fundamentales, lo que,
seaúD el art. 41.3 de la misma ley, se traduce en que ""n el amparo
constitucional no pueden hacerse valer otras pretensiones que las
diriKidas a restablecer o preservar los derechos o libertades por
razÓn de los cuales se formuló el reCl1I'SO». La protección y, en su
caso, el restablecimieDto de derechos constitUCIonalmente recono­
cidos es, pues, el objetivo primario del recurso de amparo;
pro~!U!\ILM...llWi!!m. .y. ..m_..'!á- im:.~1aI;-¡;¡¡OOe
suponer, tal como el art. 55.1, a), de la LOTe sedala, <¡ue la
SenteDCll que otorgue.el amparo pueda contener la declaraaón de
nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido el
pleno ejercicio de los derechos o libertades protegidos. Bien
entendido que, según resulta del texto del citado articulo, tal
declaración es sólo posible en cuanto requerida por la protección de

Sala Segunda. Recurso de amparo númerO
1.045/1985. Sentenei. número 168/1986. de 22 <k
diciembre.

La Sala Se¡unda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria BOaué Cantón, Presidenta; do~el Latorre Segura,
don Fernando Garcia-Mon y González-R , don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Lesuina Villa Y on Luis López GUCITll,
Ma¡istrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la si¡uiente
SENTENOA

En el recurso de amJ.l'U'l núm. 1.045/1985, interpuesto por
«Ediciones Tiempo, Sociedad Anónima», representada por el
Procurador de los Tribunales don José LuiS F~r Recuero, blIio

concretos derechos, pero no puede constituir una pretensión
autónoma, deslp de dicha proteCción.

En este senlIdo se ha pI':lnundado este Tribunal al hacer
referencia al carácter esencialmenlC subjetivo del recurso de
amparo como via de protección de derechos y libertades, Yafirmar
que el examen de la constituciorialidad de las disposiciones
generales en este tipo de recurso sólo procede en cuanto prius
necesario para determinar si se han violado derechos fundamenta­
les protegibles en esta vía.

Pues bien. en el caso que DOS ocupa se aduce la violación de los
arts. 14 Y 23 de la Conslltución,~ nO se concreta la existencia
de una modlticación de la sitUlClón juridica de la recurrente que
haya podido resultar de esa violación y que sea SUSCCftible de
am~, ni se explica cómo la declaración de nulidad de baremo
inetdirá en la protección de sus derechos fundamentales, ni ,se
formula una petición concreta en el sentido de que se restablezca
a la demandante en la inte¡ridad de los derechos presuntaniente
vulnerados. Unicamente se solicita que se declare inconstitucional
una disposición restamentaria, utilizando a tal efecto el recurso de
amparo, pero no se justifica la existencia de una lesión que pueda
conducir en su caso, .P"'" la vio del art. 55 de la WTC, a la
declaración de inconslltucionalidad interesada.

Por el contrarío, de los documentos aportados se deduce que,
aun cuando no se hubiera tomado en cuenta el apartado primero
de la disposición quinta del baremo, en modo al¡uno habría podido
ser seletcionada la hoy demandante de amparo para la provisión de
cualquiera de las cinco ¡>lazas disponibles.

Todas las eonsideractones anteriores conducen a la desestima·
ción del .l'resente recurso, pues, al resultar inexistente la presunta
vulner&C1ón de derecbos protesibles en amparo, la impugnación del
baremo en cuestión se conVIerte en un recurso autónomo de
inconstitueionalidad contra dis~ones¡enerales y, como tal, no
puede dar lugar a una preteDSlón de amparo.

Por otra parte, nuestro sistema de control de normas (arts. 39
Y 40 de la LOTC) no permite una declaración de nulidad que a la
vez aparezca como convalidación de la norma haata el momento de
dicha declaración, tal como pretende la rocurrente. Este Tribunal
nO puede hacer una declaración de nulidad del bal'CJmo proyectada
hacia el futuro que, al mismo tiempo, convalide su eficacia pro
prettrlto y muy especialmente en el concurso convocado en 1983.

A la misma conclusión habría de llegarse si se interpretaraD las
imprecisas expresiones de la demanda en.el sentido de 9ue lo que
se solicita es que la declaración de inconstitucionalidad vaya
seguida de una especie de amonestación al Ayuntaniiento de
Pamplona para que derogue el baremo. El AYUOtaniiento puede
ciertamente atender la pretensión de la demandante Y derogar el
baremo con los consi¡wentes efectos exclusivamente «Pro futuro».
pero l. d«:hnudón de tnconsUtucionalicJa(l no supone la deroga­
ción de la norma, sino su nulidad (art. 39.1 de la WTC).

FA.LLO J
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE lJ! CONFIERE LA CONSTITU­
GON DE LA NACION ESpANOLA,

Ha decidido:
Denegar el amparo solicitado por el Procurador de los Tribuna­

les don Luis PiñelJ'l1 de la SiCITll, en nombre y reDres!!ntación. g
aoña Mari.. dei Canñen Garcúi Tellecbea. . -

Publiquese esta Sentencia en el <dIoletúl Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 22 de diciembre de 1986.-Gloria lleIué
Cantón.-Angel Latorre Segura.-Femando Garcia-Mon y GollZáIez­
Regueral.-Carlos de la Vega Senayas.-Jesús Lesuina ViIIa.-Luis
López Guerra.-Firmados y rubricados.

la dirección de la Letrada doda Cristina Peda Caries, contra la
Sentencia de la Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial
de Madrid, de 14 de mayo de 1985, dictada en el recurso de
apelación número 5/1985 en autos 1OJuidos ante el Juzgado de
Primera Instancia número 2 de Madrid, Han comparecido el
Ministerio Fiscal y el Procurador de los tribunales don Francisco
del Valle Gama, en nombre de don Luis Garcla Garcia. como parte
demandada. Ha sido Ponente el Maaistrado don Jesúa Lecuma
Villa, quien expresa el parecer de la SáIa.

1. ANTECEDENTES
1. Por escriÍo que tuvo entrada en este Tribunal el 22 de

noviembre de 1985, el Procurador de loo Tribunales don José Luis
Ferrer Recuero, en nombre y representación de «Ediciones
TiemP!', Sociedad Anónima», mterpuso recurso de amparo en
atenCIón a los fundamentos de hecho y de Derecho que a
continuación se exponen.
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al A consecuencia de un artículo publicado en el núm. 122 de
la revista «Tiempo» relativo a la entidad mercantil MERCORSA y
en e! que se hacía referencia al que fue su Presidente, don Luis
Oarcia Garcla, ~ste remiti6 al Directnr de la revista un escrito de
rectificaci6n para su publicaci6n. Denegada ésta, el señor Garcia
Oarcia demand6 judicialmente lIl'e se ordenase la publicaci6n de
dicho escrito, al amparo de la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de
marzo, resuJadora del derecho de rectificaci6n.

El 1_do de Primera Instancia núm. 2 de Madrid, en
Sentencia de 9 de octubre de 1984, desestim6 la demanda, por
entender que el escrito de rectificaci6n no se limitaba a los hechos
de la información aparecida, como exi8e el ano 2 de la citada Ley
Or¡án.ica. sino que encerraba una serie de juicios de valor sobre
aquella informaci6n.

Apelada la Sentencia del 1uzgado por el demandante, la Sala
Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid, dict6
Sentencia revocatoria de aquélla, con fecba 14 de mayo de 1985,
ordenando la PUblicaci6n parcial del escrito de rectificaci6n,
limitada a los hechos contenidos en los párrafos del mismo que
transcribe.

Contra esta Sentencia se preparó en tiempo y forma recwso de
casaci6n, que fue denegado por Auto de la Sala sentenciadora, de
24 de julio de ~~~j confirmado en queja por Auto de la Sala
Primera del Tri Supremo, de 23 de octubre de 1985. .

b) Considera el recurrente que se ha JlfOducido una infracción
del derecho, reconocido en e! art. 20.1, <!>' de la Constituci6n, a
comunicar o recibir libremente infontlllC16n veraz por cua1qwer
medio de difusi6n, violaci6n que Imputa a la mencionada Senten­
cia de la Audiencia Territorial de Madrid, porque ~ta entiende
«Que e! derecho de rectificaci6n, tal como se coDfuwra en la Lev
Oiúnica que lo regu1a, no se funda en la veracidaif o inexactituCl
delos !lechos contenidos o relatados en la información difundida...
sino Q1fe se basa en la mera consideración s~etiva de su inexactitud
por J!IIte del aludido en la información, cuya divulaaci6n pueda
causárle I't!iuicio», por lo que, en el ejercicio de aquefderecho «DO
se puede discutir la veracidad de los hechos divulpdos en la
informaci6n». Esta interPretaci6n, a juicio de la Sociedad recu­
rrente, ipora el derecho proclamado en el art. 20.1, dI, de la
Constitución y deja inerme a la propietaria de la revista «Tiempo»,
a la que se impone la obligaci6n de publicar la rectificaciÓD instada,
aunque no sea cieno nada de lo que en ella se dice y si lo sea la
información, acreditada con pruebas documentales exhaustivas
sobre su veracidad.

La Ley Orgánica del derecho de rectificaci6n no puede amparar
e! derecho suojetivo de una persona a publicar una rectificaci6n
que no es veraz, lo que eonduciría al absurdo de oblipr a los
medios de comuniCllCl6n a publicar rectificaciones de noticias o
informaciones cienas, limitando el derecho de los ciudadanos a
recibir una información veraz de aquellos medios. Ni puede
entenderse que dicha Ley Or¡án.ica conviena a los Ór¡atlOS judicia.
les competentes para conocer de las demandas de reCtificaci6n en
meros recipeodiarios mudos de una reclamación, de la que sólo se
van a poder pronunciar sobre los defectos de procedimiento que
eonten¡a. El derecho que dicha Ley protege, conforme a la
Constituci6n, es el del Cludadano a recibir y dlfundir libremente
informaciones vera<:es, frente a las intromisiones que los medios de
informaci6n puedan realizar en hechos Y. circunstancias que les
afecten y que, al no ser ciertos, les ptljudiquen.

cl Por todo ello, se solicita de este Tribunal que declare la
nulidad de la Sentencia de la Sala Segunda de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Madrid antes referida. Asimismo se
solicita la suspensión de la ejecuci6n de esta Sentencia.

2. Por Providencia de 11 de diciembre de 1985, la Sección
Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite la demanda de
amparo fonnulada y, a tenor de lo dispuesto en el an. SI de la Ley
Ontánica del Tribunal Constitucional (WTCl, requerir del Tribu·
Ilaf Supremo y de la Audiencia de Madrid la remisi6n de
testimonio de las correspondientes actuaciones y el emplazamiento
de quienes fueron pone en las mismas para que pudieran compare­
cer en el proceso constitucional. Asimismo, decidió formar la pieza
separada para la sustanciación del incidente de suspensi6n de la
ejecución del acto recurrido.

3. El 30 de enero de 1986, compareció el Procurador don
Francisco A1varez del Valle GarcIa, en nombre de don Luis García
GarcIa, solicitando se le tenga por personado y pone en el presente
recurso de amparo, y, una vez recibidas las actuaciones interesadas,
la Secci6n acordó, ~r providencia de 2 de abril de 1986, tener por
pone al comparec1do y, de conformidad con lo dispuesto en el
articulo 52 de la WTC, dar vista de las actuaciones al Ministerio
FISCai y a los representantes de las partes recurtente Ydemandad'
para que, en e! plazo común de veinte días, pudieran presentar
alegaciones.

4. Mediante escrito presentsdt el 29 de abril de 1986, el
Ministerio Fiscal interesa la desestimaci6n de la demanda de
amparo. Aduce que el derecho a comunicar y recibir información

veraz, que garantiza el ano 20.1, dl, de la Constituci6n y del que son
sujetos los que comunican la Información y los que la reciben, tiene
su límite en el respeto a los demás derechos fundamentales y
especialmente al derecho al honor, a la intimidad, a la ~pia
imagen ya la protección de la juventud y de la infancia (an. 20.4
de la Constitución), centrándose su contenido en la «información
veraz)f>.

La veracidad, elemento esencial de este derecho, tiene que tener
UD contraste y ~te se obtiene a trav~s de las correspondientes
aociones civiles y penales, que protegen no sólo la veracidad sino
tambi~n la forma de la información, y que pueden ejercitar los
afectados.

Para terminar la c:onfiKuraci6n de este dereCho fundamental se
dieta la Ley ~ica 2/1~84, re¡uladora del derecho de rectifica·
ción. Pero esta no tiene por objeto el contraste de la veracidad
de la noticia o in ormación. Su objeto se centra en la posibilidad
que tiene el aludido por una noticia o Informaci6n publicada en los
medios de difusi6n de solicitar la inserción de su versi6n sobre los
hechos, a los que considera inexactos. Pero el ejercicio de este
derecho, que se termina con la publicaci6n de la correcci6n de los
hechos, no ~ta las acciones civiles o penales que puedan nacer de
la informaCl6n. La Ley tiene en cuenta al sUjeto pasivo del
mencionado derecho fundamental y admite la reCtificaci6n de los
hechos y la inserci6n de una versiÓD contradictoria, para que pueda
recibirse una infonnaci6nlDÚ completa, y tiene en cuenta a la
persona aludida por la información, frente al poder de los medios
de difusión, tratando de iaualar a aq~l frente a 6tos. La Ley no
oblip al medio de difusiÓn a rectificar su versi6n o información,
si la considera veraz, sino solamente a insertar otra versi6n sobre
los hechos, excluyendo los juicios de valor, sin perjuicio de que el
medio de difusi6n pueda mantener su información en los términos
en que se public6. El legislador no ha creado, pues, la acción de
rectificación pensando en la comprobación de la veracidad de la
información, como se deduce del articulado de la Le)', que pro!e4t
simplemente el derecho a disentir de los hechos, con mdependenc18
de otros medios procesales, necesarios y suficientes, para la
investip.ción de la verdad. Por ello, no hay contraposición entre el
derecho fundamental del art. 20.1, dl,}' el derecho de rectificaci6n,
que, en realidad, se complementan.

La resoluci6n judicial imK~:r.'da interpreta el derecho de
rectificación de acuerdo con la .dad y el texto de la Ley, sin que
ello suponga que el órgano judicial sea un mero buz6n para
contrastar elementos fonnales, ya que en todo momento puede
examinar si se dan los presupuestos para el ejercicio de aquel
derecho, como se ha hecho en el presente caso al excluir los ~uicios
d. valor de la pretensión rectificadora. De otra pone el juiClo que
vierte el actor afirmando la veracidad de su informaci6n y la no
veracidad de la rectificación es tan subjetivo como el que señala la
inexactitud de los hechos, pues no hay una autori~~::"haya
contrastado la verdad, como no podia hacerse en el pr ..ento
instado. La interpretación y aplicaci6n de la norma lepI realizada
en la Sentencia recurrida no contradice el derecho a comunicar y
recibir información venz, en nin¡uno de sus aspectos, siendo, por
lo demás, el derecho de rectificaci6n una manifestaci6n no sólo del
derecho al honor, sino tambi~ del derecho a la libenad de
expresión en su concreción de comunicar y recibir información'
veraz.

S. El Sde mayo de 1986, el Procurador' don Francisco A1varez
del Valle GarcIa, en representación de don Luis Oarcia GarcIa,
present6 su escrito de alegaciones, en el que, tras hacer una
exposici6n de los hechos sustancialmente comcidente con la
expresada por la l"I!e actara, nitJll que la Sentencia de la Sala
Segunda de lo Civil de la AudienClO Territorial de Madrid que se
Impusna haya vuIoerado el derecho reconocido en el art. 20.1, dl,
de la Constitución. Parte la argumentaci6n del demandado del
derecho al honor, eomo derecho de la personalidad, que, según el
articulo 20.4 de la Constituci6n constituye un limite explícito a la
libertad de expresi6n, lo que Implica, • su juicio, que el con1licto
entre las libertades del art. 20 Ylos derechos reconocidos en el art.
18 del Texto constitucional debe resolverse a favor de los sesundos.
Para la protecci6n jurídica del derecho al honor se han instrumen­
tado una pluralidad de Vías y/ entre ellas, el denominado derecho
de rectificación, rttIu!ado en 18 Ley Or¡án.ica de 26 de marzo de
1984, con indepenáencia de otros Procedimientos. El art. 1 de esta
Ley dispone que toda persona Iiene derecho a rectificar la informa­
ci6n difundida por cualquier medio de comunicaci6n de «hechos
que le aludan, que COnstdere inexactos y cuya divuJgaci6n pueda
causarle perjuiClo». Confonne a ~recepto, la Audiencia de
Madrid estim6 la demanda de . caci6n de! señor Oarcia
Oarcia sin que la doctrina de la Sala sentenciadora en interpreta­
ci6n de! mencionado derecho de rectificaci6n, que el ahora
demandado hace suya, infritij. ninsún precepto constitucional, por
lo que el J;l1'tstnte recurso de amparo no puede prosperar. En
consecuenCIa y tras citar detenninados preceptos del Convenio
Europeo para la Protecci6n de los Derechos Humanos. de la
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Declaración Univenal de Derechos Humanos y del Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos, que garantizan el respeto al
honor y a la vida privada, la no discriminación y la existencia de
recursos efectivos para hacer valer los derechos que proclaman.
solicita la representación de la parte demandada que se deniq¡ue el
amparo instado por «Ediciones Tiempo, Sociedad Anónima», con
imposición de las costas a esta última.

6. El 6 de mayo siguiente se recibieron las alegaciones de la
parte recurrente, que a los hechos relatados en su escrito inicial
añade otros posteriormente ocurridos, relativos a la p'ublicación
por otros medios de difusión de informaciones simi1ares a las
difundidas por la revista «Tiempo» sobre la gestión de don Luis
Garcia Garcia al frente de MERCORSA, informaciones basadas en
una Auditorla del Tribunal de Cuentas en las que se recogen los
hechos que dieron lugar al repor!l\ie aparecido en dicha revista,
hechos que, se~n se afirma, están además adverados ya, en estas
fechas, con llCClones judiciales. Reitera por eno la recurrente que la
interpretación realizada por la SentenCIa que impu¡na del derecho
de rectificación no se "Justa al espíritu de su LCr. reguladora e
infringe el derecho consUtucional a comunicar y reCIbir libremente
informaciones veraces. pues en ningún caso puede entenderse
amparado el derecho subjetivo de una persona a J?ublicar una
rectificación que no es veraz, aoque se considere peJ]udicada por
una informaclón que es cierta.

7. Por Auto de 22 de enero de 1986, la Sala Primera de este
Tribunal acordó acceder a la suspensión de la Sentencia recurrida
de la Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial de
Madrid instada por la parte recurrente. Habiendo solicitado poste­
riormente el demandado que se dejare sin efecto dicho Auto, la Sala
desestimó tal solicitud por otro de fecha 12 de marzo de 1986.

8. Por providencia de 10 de diciembre de 1986, señaló para
deliberación y votación del presente recurso el dia 17 del mismo
mes.

U. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. Alega la Sociedad recurrente que el ejercicio del derecho de
rectificación de la información aparecida en la revista «Tiempo»
sobre los hechos que afectan a la parte ahora recurrida, tal como ha
sido interpretado y tutelado por la Audiencia Territorial de Madrid,
infringe el derecho fundamental de la citada Sociedad recurrente a
transmitir información veraz por cualquier medio de comunica­
ción, reconocido en el art. 20.1, dl, de la Constitución, pues
entiende que los hechos difundidos por dicha revista son ciertos, en
tanto que los que se contienen en el escrito de rectificación, y cuya
publicación se le impone por el órgano judicial, no se l\iustan a la
verdad. El respeto de aquel derecho constitucional obligaha al
Juzgador a investigar la verdad antes de acordar la inserción, en el
medio de comumcación afectado, de una rectificación de los
hechos DO veraz o inexacta.

La resolución del presente recurso de amparo deJ?<nde de la que
haya de darse a esta controversia, y ello exige examInar, en primer
término, el contenido del derecho fundamental proclamado en el
art. 20.1, dl, de la Constitución, para analizar después la incidencia
que en el mismo haya podido tener la resolución judicial impug­
nada.

2. Como este Tribunal ha puesto de relieve en anteriores
decisiones (Sentencias IOS/1983, de 23 de noviembre, fundamento
juridico 11, y 13/1985, de 31 de enero, fundamento Juridico 2), el
texto del arto 20.1, dl, de la Constitución, distinto del que se refiere
a la difusión de pensamientos, ideas y opiniones [art. 20.1, all
reconoce dos derechos, íntimamente conectados que en aras de
interés de todos en conocer los hechos de ~dad que l'uedan
tener trascendencia pública se concretan en la libre comunIcación
y recepción de información veraz, de tal manera que los sujetos de
este derecho son no sólo los titulares del ó'$l'no o medio difusor de
la información o los profesionales del penodismo o quienes, aun
sin serlo, comunican una información a través de tales medios,
sino, primordialmente, «1a colectividad y cada uno de sus miem­
bros». Al incluir estos derechos en el art. 20, la Constitución tiene
en cuenta ciertamente la posición jurídica subjetiva de quienes
comunican la información, pero protege también, con la garantía
reforzada que otorga a los derechos fundamentales y libertades
públicas, la facultad de cada persona y de la entera colectividad de
acceder libremente al conocimiento, transmitido por los medios de
comunicación, de los hechos de relevancia realmente acaecidos.

El derecho a recibir una información veraz es de este modo un
instrumento esencial de conocimiento de los asuntos que cobran
importancia en la vida colectiva y que, por 10 mismo, condiciona
la participación de todos en el buen func10namiento del sistema de
relaciones democráticas auspiciado por la Constitución, así como el
ejercicio efectivo de otros derechos y libertades, como hemos
recordado en nuestra reciente Sentencia de 16 de diciembre del
presente año, dictada en el recurso de amparo núm. 57/1984. Por
eno, resultan menoscabados los derechos reconocidos en el articulo

20.1, d), de la Constitución tanto si se impide comunicar o recibir
una información veraz como si se difunde se impone o se ampara
la transmisión de noticias que no responden a la verdad, siempre
que eno suponga cercenar el derecho de la colectividad a recihir, sin
restricciones o deformaciones, aquéllas que sean veraces.

3. Aplicadas las ideas anteriores al caso que ahora nos ocupa,
es claro que se habrla producido la infracción que ~ denuncia en
la presente queja de amparo si la Sentencia recurrida hubiera
ordenado la 'publi~ciónde una información o relato fáctico cuya
falsedad o mexactitud le constara al órgano judicial o fuera
manifiesta o, con mayor razón, si el Tribunal hubiera impuesto a
los responsables del medio de comunicación afectado la ob!iución
de desdecirse o negar la veracidad de la versión de los líechos
inicialmente publiaida, sin haber contrastado previamente su falta
de veracidad o inexactitud, o hien, por último, si hubiese otorgado
carta de autenticidad a la versión ofrecida por quien solicita la
rectificación, sin haber procedido a una previa y adecuada investi­
gación de la verdad.

En todos estos supuestos, el derecho de información, recono­
cido en el art. 20.1, dl, de la Constitución, habria sido ciertamente
desconocido o lesionado, no bastando, para soslayar tal violación,
Ia~daddewv~elderecooal~ordelapersona
peljudicada por la información, ya que, frente a lo que el ahora
demandado sostiene, el contlieto entre ambos derechos fundamen­
tales no puede resolverse otorgando prevalencia al proclamado en
el art. 18.1 de la Constitución, sino '.Iue se impone siempre una
ponderación entre uno y otro, sin olVIdar que en esa ponderación
el derecho de información, junto con el de libre expresión,
garantiza la existencia de una opinión pública libre, condición
necesaria a su vez jllItII el recto ~ercicio de todos los demás
derechos en que se fundamenta el SIstema politico democrático.

4. Como advierte con razón el Ministerio Fiscal, el ordena­
miento jurldico establece las acciones penales y CIviles y los
procedimientos necesarios para investigar la verdad de los hechos
publicados o difundidos, as! como para obtener la debida repara­
ción de los petjuicios causados pór informaciones inexactas o
falsas; acciones y procedimientos que los interesados pueden
ejercitar en cualquier=l de los que ha de resultar, también en
beneficio de la culecti . la determinación de los hechos como
ciertos o inciertos, con los efectos de la cosa juz¡ada. Junto a ellos,
nuestro ordenamiento reconoce asimismo un derecho de rectifica­
ción, que tiene una finalidad y una eficacia diferentes.

En efecto, el namado derecho de rectificación, regulado en la
Ley Org4nica 2/1984, de 26 de marzo, consiste en la facultad
otorgada a toda persona, natural o juridica, de «rectificar la
información difundida, por cualquier medio de comunicación
social, de hechos que le aludan, que considere inexactns y cuya
divulgación pueda causarle J;lOIJuicio» (art. ll. Se satisfaCe este
derecho mediante la l'ublicaCJón integra y gratuita de la rectifica­
ción, referida exclUSIvamente a los heChos de la infoimación
difundida, en los términos y en la forma que la Ley ..,ñala (ar­
ticulos 2 y 3l. Configurado de este modo, el dérecho de
rectificación es sólo un inedio de que dispone la persona aludida
para prevenir o evitar el petjuicio que una determinada informa­
ción pueda irrogarIe en su honor o en cualesquiera otros derechos
o intereses legitimos, cuando considere que los hechos lesivos
mencionados en la misma no son exactos. Esta legitima finalidad
preventiva -que es independiente de la reparación del dado
causado por la difusión de una información que se revele objetiva­
mente inexacta- quedaría frustrada en muchos casos por la demora
en la rectificación pretendida. De alti que, como declara la
Sentencia núm. 35/1983, de 11 de mayo, «el trámite necesario para
el ejercicio del derecho debe ser sumario, de manera que se
garantice la rápida publicación de la rectificación SOliCItada»
(fundamento juridico 4.").

Asi se ha entendido también por el legislador, que ha diseñado,
en garantla del ejercicio de este derecho, un procedimiento judicial
urgente y sumano para exigir la publicación de la rectificación, en
caso de que no se haya realizado voluntariamente en el plazo lepl
o haya sido denegada por el Director del medio de comunicaCIón
social requerido al efecto. La sumariedad del procedimiento verbal,
de la que es buena muestra que sólo se admitan las J?rueb.s
pertinentes que puedan practicarse en el. acto lart. 6, bll, extme sin
duda al Juzgador de una indagación completa tanto de liI veracidad
de los hechos difundidos o publicados como de la que concierne a
los contenidos en la reCJificación, de lo que se deduce que, en
aplicación de dicha Ley, puede ciertamente imponerse la difusión
de un escrito de réplica o rectificación que posteriormente l'udiera
revelarse no ~ustado a la verdad. Por ello, la resolución Judicial
que estima una demanda de rectificación no garantiza en absoluto
la autenticidad de la versión de los hechos presentada por el
demandante, ni puede tampoco producir, como es obvio, efectos de
cosa juzgada respecto de una ulterior investigación procesal de los
hechos efectivamente ciertos. _
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5. De acuerdo con las observaciones 9ue se acaban de expo­
ner. no hay duda de que la rectificación,l.u~~ente impuesta, en
los términos que establece la Ley ~ca 2/1984. de una
información que el rectificante conSIdera mexaeta y lesiva de sus
intere.... no menoscaba el derocho fundamental proclamado por el
art. 20.1. d). de la Constitución. ni siquiera en el caso de que la
información que haya sido objeto de rectificación pudiera RVelarse
como cierta y ~ustada a la realidad de los hechos.

En efecto. el simple disentimiento por el rectificante de los
hechos divulgados no impide al medio de comunicación social
afectado difundir libremente la información veraz. ni le obliga a
declarar que la información aparecida es incierta o a modificar su
contenido. ni puede considerarse tampoco la inserción obligatoria
de la rtplica como una sanción juridica derivada de la inexactitud
de lo publicado. Por el contrario, la simple inserción de una versión
de los hechos distinta y contradictoria ni siquiera limita la facultad
del medio de ratificarse en la información inicialmente suminis­
trada o. en su caso. aportar y divulgar todos aquellos datos que la
confirmen o la avalen.

El ejercicio del derecho de rectificación tampoco limita el
derecho de la colectividad y de los individuos que la componen a
recibir libremente .información veraz pues no comJlO':l!l una
ocultación o deformación de la que. ofreci'd'a con antenoridad. lo
sea o !,ueda serlo. AI1n 1Illis, como ya se ha dicho. la inserción de
la rectificación interesada en la publicación o medio de difusión no
implica la exactitud de su contenido. pues ni siquiera la decision
judicial que ordene dicha inserción puede acreditar. por la propia
naturaleza del dercbo ejercitado y los límites procesales en que se
desenvuelve la acción de rectificación. la veracidad de ~uella. A
todo ello cabe adadir que la divuIpción de dos versiones diferentes
de unos mismos hechos, cuya respectiva exactitud no ha sido
declarada por ningún pronunciamiento firme de los órganos
JudiciaJ(s competentes. no res~ tampoco el det\lCho a recibir la
inforn¡acjón que sea veraz. es dCCU'. a conocer cuál de aquellas dos
versiónes se adecúa a la realidad de lo acontecido. ya que -debemos
insistir en ello-Ia invesligación de la verdad y la declaración de los
hechos ciertos siempre puede instarse y determinarse a posteriorl
mediante las acciones y procedimientos plenarios que el ordena­
miento arbitra al efecto.

La difusión de infonnaciones contrapuestas, que no hayan sido
formalmente acreditadas como exactas o desacreditadas como
falsas. con efectos de cosa juzgada, no puede lesionar por lo
expuesto. el derecho recouocido en el art. 20.1. d). de la Constitu­
ción. en su doble faceta de comunicar y recibir libremente
información veraz. Antes bien. el derecho de rectificación, osi
entendido. adomAs de su primordial virtualidad de defensa de los
derechos o intereses del rectificante, supone, como apunta el
~ste~o Fiscal, un complem~nto a .la prantla de la o¡>ini~n
publica libre ·que establece también el atado precepto consbtuaD­
naI. ya que el acceso a una versión disidente de los hechos
publicados favorece. mAs que peIjudica, el intertB colectivo en la
búsqueda y recepción de la verdad que aquB derecho fundamental
protege.

ó. Por otra I"'!'!", contra lo que la recurrente alega, es evidente
que los órganos JudiclOles competentes para conocer de las deman­
das de rectificaaón no se limitan a dar curso autolllliticamente a la
pretensión formulada a voluntad del reclamante (no son «meros

1441 Sala SetfUnda. Recurso de amparo número 16211986
Senteru:la número 16911986, ile 22 de diciembre.

La Sala Segunda del Tribunal ConstituciOnal! compuesta por
dolla Gloria &gu~ Cantón. Presidenta; don Auge Latorre Segura,
don Fernando Oarcla.Mon UOnzález.RegueraI. don Carlos de la
Vega Senayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados. na pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 162/1986. interpuesto por don
Horencio López Ortega, representado por el Procurador de los
Tribunales dolla Lydia Leiva Cavero y asistido del Letrado don
Jo~ Malla Codón Femández, contra la Sentencia del Juzgado de
Instrucción núm. 3 de Burgos de 14 de octubre de 1985, que RVocó
la absolución dietada por el Juzgado de Distrito num. 3 de la
misma ciudad en el juicio de faltas nÚDL 472/1984. condenándolo
como autor de una falta prevista en el art. 586.3 CP. Han
comparecido en el recurso el Ministerio Fiscal y dolla Teodora
Santo Doming() Castro. representada por el Procurador don Jesús
López Hierro y asistida del Letrado don Jo~ Francos Blanco. Ha
sido Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Benayos, quien
expresa el parecer áe la Sala.

reclpendiarios mudos de una reclamaci6n», en expresión de la
sociedad recurrente), sino que ejercen una función de control
juridico de la regularidad legal de la rectificación instada -de la que
son buena muestra, por lo demAs. tanto la Sentencia del Juzgado
de Primera lnstan~contraria a la rectificación solicitada, como
la Sentencia de la Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Madrid, que en apelación revocó parciaImente
aqu~lla-. ya que la inserción de la rtplica sólo I?rocede en la medida
en que se pretenden rectificar hechos y no oplDiones y cuando los
hechos publicados afectan peIjudicialmente a los mtereses del
demandante aludido por la iliformaclón. La Ley confiere incluso a
los Jueces y Tribunales la facultad de rechazar a limine la
pretensión deducida, inadmitiendo toda demanda de rectificación
manifiestamente improcedente (art. 5. párrafo se~undo. de la Ley
Orgánica 2/1984). lo que permite al ólJllDo Jurisdiccional no
admitir a trámite o desestimar la rectificación de una información
que, en el momento en que aquélla se solicita, aparece cierta de
toda evidencia, o bien no IDlponer a la parte demandada la difusión
de una versión que. tambi~n de manera palmaria o patente. carece
de toda verosimilitud o no puede en modo alguno causar peIjuicio
al demandante. Que los órganos judiciales competentes puedan y
deban realizar este tipo de control al el\Íuiciar la demanda de
rectificación y a la vista, en su caso. del resultado de la prueha
sUD18ria que se practique en el juicio no significa. sin embargo. que
tengan la obli&ación de indagar exhaustivamente la verdad en el
proceso verbal en el cjue se tutela el derocho de rectificación. ya
que. aparte de que la sumariedad del procedimiento no lo permite.
1Bmpcx:o es una evidencia que se deduzca de lo dispuesto en el ar­
tIc:ulo 20.1, d), de la Constitución, tal y como ha quedado razonado.

En consecuencia, la Sentencia de la Audiencia Territorial de
Madrid que ordenó la publicación parcial en la revista «Tiempo.
de la rectificación instada por don Luis Garela Garcia, sin
investipr "reviamente y de modo exhaustivo la veracidad de la
información que le a1udlo peIjudiciaImente y que ~te consideraba
inexacta, ni la de los hechos referidos en el escrito de rectificación,
no ha lesionado el derecho fundamental a comunicar o recibir
libremente información por cualquier medio de difusión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU­
CIÓN DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

1.0 Denegar el amparo solicitado por «Ediciones Tiempo.
Sociedad Anónima».

2.° Levantar la suspensión de la ejecución de la Sentencia de
la Audiencia Territorial de Madrid recurrida, que fue acordada por
Auto de 22 de enero de 1986.

PubUquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado•.

Dada en Madrid a 22 de diciembre de 1986.-Gloria Segué
Cantón.-AngelLatorre Segura.-Fernando Garcia·Mon y González­
RegueraI.-Carlos de la Vega Senayas.-Jesús Leguina Villa.-Luis
López Guerra.-Firmados y rubricados.

l. ANTECEDENTES

1. Con fecha 13 de febrero de 1986 tuvo ~trada en este
Tribunal Constitucional la demanda de amparo mterpuesta por
don Horencio López Ortega contra la Sentencia del Juzgado de
Instrucción núm. 3 de Burgos de 14 de octubre de 1985, que revocó
la absolución dietada por el Juzgado de Distrito núm. 3 de la
misma ciudad en el iuicio de faltas núm. 472/1984)..condenándolo
como autor de una falta prevista en ~ art. 58ó.3 ,-P.

2. Por ,P!'Ovidencia de 5 de marzo de 1986 la Secció,! Primera
dispuso solicitar a los Juzgados intervinientes las actuaC10nes que
ante ellos tuvieron lugar. sin peIjuicio de lo que se deci.diria
respecto de la admisión a trámite del recurso de amJ"U'!l. Dichas
actuaciones fueron recibidas en este Tribunal Consbtuaonal con
fecha 20 de marzo de 1986.

3. Se&W! resulta de las actuaciones, el dio 22 de agosto de 1983
don An¡el .López Pa1acios se reincorporó al servicio militar,
despu9 de dislfutar un permiso. dejando en su domicilio familiar.
sito en Hontoria ae la Cantera, provincia de Burgos. un perro qe
su propiedad, que el mismo dio se escapó de la casa y al lITUIIlpU
en la N·234 obli¡ó a la conductora de un turismo a una ~ob:"
de emer¡encia para evitar atropellarle. lo que no sólo no con~ó
sino 'Iue le hizo abandonar su mano hasta chocar con otro tunsmo
que circulaba en dirección contraria, Droduci~ndose la muerte de
aqu~Ua, lesiones en los ocupantes del otro vehículo y dados en


